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IUS VARIANDI- El empleador no es omnipotente al ejercer tal potestad 

IUS VARIANDI / CAMBIO DE LUGAR PARA LA PRESTACION DEL SERVICIO​ – Debe obedecer a razones objetivas con el fin de mejorar los intereses del empleador o de la empresa.
INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO INJUSTO – No procede cuando el empleador logró justificar el despido.
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En Santa Marta, a los veinticuatro (24) días del mes de enero de dos mil doce (2012), siendo el día y hora señalados, se reunieron las magistradas integrantes de Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta, ISIS EMILIA BALLESTEROS CANTILLO, JOHNNESSY DEL CARMEN LARA MANJARRES y LUZ DARY RIVERA GOYENECHE, con el fin de llevar a cabo audiencia de JUZGAMIENTO en el proceso Ordinario Laboral promovido, ante el Juzgado Único Laboral del Circuito de Fundación, por el señor LEONARDO RAFAEL STAND OROZCO contra ALFARES LTDA., llegado a esta Corporación por vía de APELACION de la sentencia de fecha 31 de marzo de 2011, proferida en este asunto.

ANTECEDENTES

El señor LEONARDO RAFAEL STAND OROZCO, por medio de apoderado judicial, presenta demanda ordinaria laboral en contra de ALFARES LTDA, a fin de que en sentencia que ponga fin al proceso se declare que entre las partes existió un contrato laboral a término indefinido desde el 11 de agosto de 2003 hasta el 31 de mayo de 2005, fecha en la cual fue despedido injustamente. Como consecuencia de lo anterior el demandado debe pagar al demandante, cesantías, primas, vacaciones intereses de cesantías, auxilio de transporte, indemnización por despido injusto e indemnización moratoria por el no pago de sus cesantías y primas, por no haberlo consignado en un fondo de cesantías como lo ordena la ley. Que se condene a pagar la suma de $540.000 por concepto de descuento que le hacía la demandada y se lo tenía en un fondo de la cooperativa COOTRAVISA, para una vez que se retirara se le cancelara y hasta la fecha no se lo han cancelado. Que se falle extra y ultra petita. 
En sustento de esas pretensiones, se expresa, que el demandante, prestó sus servicios personales a través de un contrato escrito a termino indefinido, con la entidad ALFARES LTDA, adeudándole esta, toda clase de prestaciones sociales, despido injusto y demás emolumentos laborales correspondientes entre el 11 de agosto de 2003 hasta el 31 de mayo de 2005, fecha en la cual fue despedida injustamente. Que el accionante se desempeñaba en el cargo de atender al público y despachar toda clase de medicamentos que iban a comprar los clientes. Que por la prestación de sus servicios devengaba la suma de $381.000, mensuales, cantidad que se mantuvo constante durante el tiempo laborado. Que el accionante fue despedido injustamente por la entidad demandada, argumentando que había cometido un hurto por $9.898.808, la entidad ALFARES LTDA, presentó denuncia penal ante la Unidad Local de Fundación Fiscal 9 y el fallo fue proferir resolución inhibitoria a favor del demandante señor LEONARDO STAND OROZCO. 
Admitida la demanda, mediante providencia de fecha 24 de Julio de 2006 y notificado en legal forma al demandado, es contestada a través de apoderado judicial, estableciendo que el hecho primero, tercero y quinto no son ciertos; el segundo y cuarto son ciertos. Se opuso a las pretensiones de la demanda, por considerar que el demandante prestó sus servicios mediante un contrato a término fijo, y le fueron canceladas sus prestaciones sociales, agrega que el despido no fue injusto sino justificado por cuanto incumplió flagrantemente las instrucciones y órdenes dadas por la demandada al negarse al traslado. En su defensa propuso como excepciones de fondo: inexistencia de la obligación, falta de causa y pago.
                                                                                                                                                                                                                                                            Corrido el procedimiento de rigor, termina el proceso en primera instancia, mediante providencia de 31 de marzo de 2011, en la que el Juzgado Único Laboral del Circuito de Fundación, absolvió a la empresa ALFARES LTDA de todas y cada una de las pretensiones de la demanda interpuesta por el señor LEONARDO STAND OROZCO. 
Con tal decisión se conformaron tácitamente las partes, y por ser totalmente adversa a las súplicas del actor, ha llegado en consulta al tribunal.

CONSIDERACIONES 

Conoce este Tribunal la consulta de la sentencia por ser totalmente adversa la decisión de la primera instancia a la demandante y esta conformarse con ella, de acuerdo con lo establecido por el artículo 69 del CPTSS.

Antes de iniciar con el análisis de las pretensiones invocadas por el demandante y que ahora son objeto del Grado Jurisdiccional de Consulta, es necesario detallar si se encuentran de presente los presupuestos procesales que son los requisitos exigidos por la ley para que la relación jurídico- procesal pueda constituirse regularmente, de tal forma que el proceso se inicie y desarrolle válidamente.

Estos presupuestos procesales son: a) competencia del juez, b) capacidad para ser parte, c) capacidad procesal, d) demanda en forma. Una vez esta Sala observa que estos requisitos se encuentran reunidos en el plenario, se procede a resolver el fondo del asunto. 

Cabe razón al a quo cuando se detiene en el análisis de la pretensión por injusto despido ya que  la causa para trabar la litis se encierra en la solicitud de pago de indemnización por parte de la demandante, y esta Corporación considera que es irrelevante discutir los otros aspectos expuestos en el petitum, como que entre el demandante y las demandadas existió la relación laboral mediante el contrato de trabajo. Por lo cual, la labor de la Sala, se centrará en determinar si la terminación unilateral del contrato por parte del empleador fue con justa causa. 

Sea lo primero mencionar, que para que proceda la indemnización por terminación unilateral del contrato de trabajo sin justa causa, se requiere que se cumplan los siguientes presupuestos, los cuales son: el hecho del despido, cuya prueba corresponde al trabajador, y la ausencia o falta de demostración de alguno de los hechos que por ministerio de la ley justifican el despido, y cuya demostración corre a cargo del empleador que pretende evitar la consecuencia indemnizatoria.

Siguiendo con el caso bajo estudios, se percata la Sala, que el primer presupuesto está debidamente acreditado, por cuanto el actor aportó la carta de despido, visible a 7, la cual en su tenor literal reza:

“Nos dirigimos a Ud. Con el objeto de informarle que la empresa ha decidido terminar, unilateralmente y por justa causa, el contrato de trabajo suscrito con Ud. Decisión que se motiva en las siguientes razones: 
Ud. se comprometió en la clausula decima tercera de su contrato de trabajo a aceptar los traslados que la empresa decida de acuerdo con las necesidades del servicio.

A pesar de esto Ud. desatendió los requerimientos de la Compañía para hacer efectivo su traslado a la ciudad de Riohacha, como consta en las misivas de Mayo 23 y Mayo 27 del año en curso, ocasionándoles serios perjuicios a la Compañía, por no tener totalmente habilitado un punto de venta. 

A negarse a presentar en la Botica de Riohacha, usted incurrió en la causal de despido definido en el literal A del artículo 7 del decreto 2351 de 1965 del numeral 6 del C.S.T, concordando con el numeral 1 del artículo 58 ibídem; que se traducen en las omisiones de no aceptar las órdenes e instrucciones de su superior jerárquico y faltar al trabajo injustificadamente, así como violar la clausula decimotercera de su contrato de trabajo”. 

Teniendo en cuenta, lo anterior, la labor de la Sala, se ceñirá en establecer si el empleador demostró algunos de los hechos que por ministerio de la ley justifican el despido. 
Sobre este aspecto, la Sala está de acuerdo con los planteamientos desarrollados por el a quo al momento de decidir sobre las pretensiones de la demanda, al establecer: “al descender al caso concreto que ocupa la atención de este dispensador judicial, se encuentra que concurren los presupuestos facticos (sic) a que alude la doctrina de la sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, y que razonablemente están llamados a encontrar justificación de rango superior, para la consagración contractual del cambio de lugar para la prestación de servicio, dada la naturaleza especialísima de la labor desarrollada en ejecución de su objeto social por la demandada.” 
Como se puede apreciar, la parte accionada, si logró justificar el despido, debido a que el trabajador no obedeció injustificadamente una orden de traslado emitida por ésta, lo cual se ajusta al contrato por ellos celebrados y a la normatividad vigente que regula la materia. Es pertinente señalar, que el empleador al ejercer la potestad del ius variandi, no es omnipotente, ni absoluto ni ilimitadamente al ejercer la labor, por cuanto el traslado debe obedecer a razones objetivas, y no subjetivas, con el fin de mejorar los intereses del empleador o de la empresa. Y como quiera que en este caso, está debidamente acreditado, que el traslado obedecía a razones objetivas, y al trabajador no le iba a desmejorar las condiciones laborales, la Sala, considera que no procede la indemnización por despido solicitado.  

A este punto es necesario manifestar que el análisis probatorio reviste gran importancia para el proceso judicial, y prueba de ello la encontramos en el artículo 174 del Código de Procedimiento Civil, que dispone: “Toda decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso”.

De la norma leída se entiende que, no es posible tomar una decisión de fondo sin fundamentos probatorios que sustenten los elementos fácticos precisados por la parte demandante.

Respecto de las demás pretensiones, no se halla en el plenario prueba sobre que el demandante se encontrara laborando para la demandada desde el 11 de agosto de 2003, ya que sólo se aportó contrato de trabajo escrito con fecha de iniciación del 6 de julio de 2004; además, a folios 47 y 48 del informativo, obra liquidación final, donde se le cancela al actor las acreencias laborales a que tiene derecho, por lo cual no se estima prudente el estudio de esta petición, que en caso de existir deuda por los mismos conceptos, esta no fue soportada con las debidas pruebas.

Por otra parte, encontramos solicitud de devolución de aportes realizados a la Cooperativa COOTRAVISA; empero se tiene que en el presente proceso, dicha cooperativa no fue vinculada, lo cual no nos permite generar condena sobre la misma, en violación directa al debido proceso, y al derecho de defensa.
Siguiendo los fundamentos aquí expuestos, este Cuerpo Colegiado confirmará la decisión de primera instancia, objeto de apelación. 
En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior de Santa Marta, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de 31 de marzo de 2011, proferida por el Juzgado Único Laboral de Circuito de Fundación, en el presente proceso ordinario laboral, promovido por LEONARDO STAND OROZCO en contra ALFARES LTDA. 
SEGUNDO: Sin COSTAS en esta instancia. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. No siendo otro el objeto de la presente, se termina y firma por los que en ella intervinieron.

ISIS EMILIA BALLESTEROS CANTILLO

LUZ DARY RIVERA GOYENECHE

JOHNNESSY DEL CARMEN LARA MANJARRÉS


